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LEY 1/2014, de 28 de febrero,  para la protección de los trabajadores a tiempo 
parcial y otras medidas urgentes en el orden económico y social.

(BOE de 1 de marzo de 2014)

(…)

Artículo 10. Modificación de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.
Se modifican los apartados 2 y 6 del  artículo 64 de la  Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, con el siguiente texto:
«2. La administración concursal, el deudor o los trabajadores de la empresa concursada 
a  través  de  sus  representantes  legales,  podrán  solicitar  del  juez  del  concurso  la 
modificación  sustancial  de  las  condiciones  de  trabajo  y  la  extinción  o  suspensión 
colectivas de los contratos de trabajo en que sea empleador el concursado.
La representación de los trabajadores en la tramitación del procedimiento corresponderá 
a los sujetos indicados en el artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores, en el orden y 
condiciones señalados en el mismo. Transcurridos los plazos indicados en el referido 
artículo sin que los trabajadores hayan designado representantes, el juez podrá acordar 
la intervención de una comisión de un máximo de tres miembros,  integrada por los 
sindicatos  más  representativos  y  los  representativos  del  sector  al  que  la  empresa 
pertenezca.»
«6.  Durante  el  período  de  consultas,  los  representantes  de  los  trabajadores  y  la 
administración  concursal  deberán  negociar  de  buena  fe  para  la  consecución  de  un 
acuerdo.
El acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los representantes legales de los 
trabajadores o, en su caso, de la mayoría de los miembros de la comisión representativa 
de  los  trabajadores  siempre  que,  en  ambos  casos,  representen  a  la  mayoría  de  los 
trabajadores del centro o centros de trabajo afectados.
El  acuerdo  suscrito  por  la  administración  concursal  y  los  representantes  de  los 
trabajadores podrá ser acompañado con la solicitud, en cuyo caso, no será necesaria la 
apertura del período de consultas.
En el acuerdo se recogerá la identidad de los trabajadores afectados y se fijarán las 
indemnizaciones, que se ajustarán a lo establecido en la legislación laboral, salvo que, 
ponderando los intereses afectados por el concurso, se pacten de forma expresa otras 
superiores.
Al  finalizar  el  plazo  señalado  o  en  el  momento  en  que  se  consiga  un  acuerdo,  la 
administración concursal y los representantes de los trabajadores comunicarán al juez 
del concurso el resultado del período de consultas.
Recibida dicha comunicación, el secretario judicial recabará un informe de la autoridad 
laboral sobre las medidas propuestas o el acuerdo alcanzado, que deberá ser emitido en 
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el  plazo  de  quince  días,  pudiendo  ésta  oír  a  la  administración  concursal  y  a  los 
representantes de los trabajadores antes de su emisión.
Recibido el informe por el juez del concurso o transcurrido el plazo de emisión, seguirá 
el curso de las actuaciones. Si el informe es emitido fuera de plazo, podrá no obstante 
ser tenido en cuenta por el juez del concurso al adoptar la correspondiente resolución.»

(…)

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Atribución  a  la  Sociedad  de  Gestión  de  Activos  Procedentes  de  la  
Reestructuración Bancaria (SAREB) de la condición de entidad colaboradora de los  
planes estatales de vivienda.
1. La  Sociedad de Gestión  de  Activos  Procedentes  de  la  Reestructuración  Bancaria 
(SAREB), como titular de préstamos vinculados a los Planes Estatales de Vivienda, se 
considera, desde su constitución, entidad colaboradora con el Ministerio de Fomento 
para la financiación de actuaciones protegidas en el marco de los planes estatales de 
vivienda. Estos préstamos no perderán la condición de convenidos como consecuencia 
de la  operación  de segregación  y traspaso de activos  a  SAREB, y mantendrán  este 
carácter aún en el caso de que ésta los ceda o transmita a cualquier entidad financiera 
colaboradora,  independientemente  del  Plan  Estatal  de  Vivienda  que  les  sea  de 
aplicación.
2. Las  entidades  financieras  colaboradoras  de  las  que  proceden  dichos  préstamos 
continuarán  gestionando  las  ayudas  financieras  de  los  Planes  Estatales  de  Vivienda 
conforme a lo pactado en los convenios de colaboración que tienen suscritos en tanto el 
préstamo no se ceda o transmita a otra entidad colaboradora, en cuyo caso será esta 
última la que asumirá su gestión.
3. La aplicación de los supuestos regulados en el párrafo segundo de la letra a) de la 
disposición  adicional  segunda  de  la  Ley  4/2013,  de  4  de  junio,  de  medidas  de 
flexibilización y fomento del mercado del alquiler de viviendas, y en la letra b) de la 
misma disposición, a los préstamos convenidos transferidos a la SAREB, requiere, con 
carácter excepcional, el cumplimiento de las siguientes condiciones y plazos:
a) La entidad financiera colaboradora deberá remitir al Ministerio de Fomento, en el 
plazo improrrogable de 30 días hábiles desde la entrada en vigor de esta ley, la solicitud 
de  conformidad  a  la  subrogación  en  el  préstamo  del  promotor,  junto  con  la 
documentación requerida a tal efecto, lo que habrá de constar en el registro de entrada 
de dicho Ministerio.
b) El beneficiario deberá formalizar el préstamo en el plazo máximo de dos meses desde 
dicha conformidad.
4. No podrán obtenerse ayudas de subsidiación ni Ayudas Estatales Directas a la Entrada 
salvo en los supuestos contemplados en la Ley 4/2013 y en esta ley.
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5. Esta  disposición  se  aplicará,  con  carácter  retroactivo,  a  todos  los  préstamos 
vinculados  a  los  Planes  Estatales  de  Vivienda  transmitidos  a  la  SAREB,  desde  el 
momento de su transmisión.

(…)

DISPOSICIONES FINALES

(…)

Sexta. Modificación del Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes  
contra la morosidad de las administraciones públicas y de apoyo a entidades locales  
con problemas financieros.
El Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes contra la morosidad de 
las administraciones públicas y de apoyo a entidades locales con problemas financieros 
queda modificado como sigue:
Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 14 que queda redactado como sigue:
«3. Las Entidades Locales a las que se hubieran aplicado las fases anteriores de este 
mecanismo deberán, con fecha límite 15 de septiembre de 2013, estar al corriente de sus 
obligaciones de pago con el Fondo para la Financiación de los Pagos a Proveedores para 
poder formalizar una nueva operación de endeudamiento con el mencionado Fondo de 
conformidad con lo previsto en este real decreto-ley.
Las Entidades Locales que no cumplieran con el requisito previsto en el párrafo anterior 
en  la  fecha  mencionada,  podrán  acogerse  a  esta  fase  del  mecanismo  de  pago  a 
proveedores únicamente si con fecha límite el 30 de septiembre de 2013 han presentado 
la solicitud a la que se refiere el artículo 32.»
Dos. Se modifica el artículo 9 que queda redactado como sigue:
«Artículo 9. Transferencias de las Comunidades Autónomas.
1. Se podrán incluir en esta nueva fase las obligaciones pendientes de pago con los 
proveedores siempre que sean vencidas, líquidas y exigibles, con anterioridad al 31 de 
mayo de 2013 y, estén contabilizadas de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.
2.  Además  de  las  relaciones  jurídicas  previstas  en  el  artículo  3,  se  incluirán  las 
transferencias de las Comunidades Autónomas a Entidades Locales hasta el límite de las 
obligaciones  pendientes  de  pago  por  parte  de  la  Comunidad  Autónoma  a  31  de 
diciembre  de  2012,  a  las  citadas  Entidades,  y  siempre  que  la  Entidad  Local  tenga 
obligaciones  pendientes  de  pago  que  haya  debido  incluir  en  esta  nueva  fase  del 
mecanismo.
3.  No  obstante,  una  vez  determinada  la  cuantía  final  de  la  deuda  de  esta  fase  del 
mecanismo  de  financiación  para  el  pago  a  los  proveedores  de  las  Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales, se podrán incluir en esta nueva fase las obligaciones 
pendientes de pago de los consejos comarcales con sus proveedores siempre que sean 
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vencidas,  líquidas  y  exigibles,  con  anterioridad  al  31  de  mayo  de  2013,  estén 
contabilizadas de acuerdo con lo previsto en el artículo 11, y deriven de alguna de las 
relaciones  jurídicas  previstas  en  el  artículo  3  hasta  el  límite  de  las  obligaciones 
pendientes de pago por parte de la Comunidad Autónoma al consejo comarcal a 31 de 
diciembre de 2012.
Para superar el límite previsto en el párrafo anterior, será necesario que la Comunidad 
Autónoma recabe el consentimiento del consejo comarcal y acuerde con él un plan de 
ajuste  con medidas  específicas  y  cuantificadas  con un  calendario  de  aplicación  que 
garanticen  el  reembolso  de  las  cantidades  derivadas  de  las  operaciones  de 
endeudamiento concertadas por la Comunidad Autónoma. Este plan de ajuste formará 
parte a su vez del plan de ajuste que la Comunidad Autónoma remita al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas.
Mediante acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos se 
establecerán los plazos y el procedimiento para que las obligaciones pendientes de pago 
de  los  consejos  comarcales  puedan  ser  atendidas  con  cargo  a  este  mecanismo  de 
acuerdo con lo previsto en este real decreto-ley.»

Séptima. Modificación de la cuantía de la fianza definitiva en los contratos de gestión  
de  los  servicios  públicos  regulares  de  transporte  de  viajeros  por  carretera  de  uso  
general.
1. Los adjudicatarios de los contratos de gestión de los servicios públicos regulares de 
transporte de viajeros por carretera de uso general habrán de acreditar la constitución de 
una fianza definitiva  en los  términos  previstos  en  la  legislación  sobre contratos  del 
sector público.
2. Se  habilita  al  Gobierno  para  establecer  reglas  y  criterios  en  relación  con  la 
determinación de la cuantía de las referidas fianzas cuando así se considere necesario en 
atención a garantizar la más adecuada prestación de los servicios.

Octava. Modificación de disposiciones reglamentarias.
Las  determinaciones  incluidas  en  normas  reglamentarias  que  son  objeto  de 
modificación por esta ley podrán ser modificadas en el  futuro por normas de rango 
reglamentario correspondiente a la norma en que figuran.

Novena. Incorporación de Derecho comunitario.
Mediante esta ley se incorpora al derecho español parcialmente la Directiva 2012/34/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo,  de 21 de noviembre de 2012 por la que se 
establece un espacio ferroviario europeo único.

Décima. Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones y adoptar las medidas necesarias 
para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en la ley.
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Undécima. Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta ley.

Madrid, 28 de febrero de 2014.
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